VOTO CONCURRENTE DEL JUEZ EDUARDO VIO GROSSI

RESOLUCIÓN DE LA 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DEL 23 DE NOVIEMBRE DE 2011,

CASO DEL PUEBLO SARAMAKA VS. SURINAM
SUPERVISIÓN DE CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA

Introducción.
Quien subscribe coincide, en este Voto, con la Resolución indicada en el título, en adelante “la Resolución”, en el entendido que conforme a las normas pertinentes y a la luz del extensivo, y por lo tanto imprudente o irrazonable tiempo transcurrido desde el dictado de la Sentencia en cuestión sin que el Estado involucrado, en adelante “el Estado”, haya cumplido con sus obligaciones fundamentales, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en adelante “la Corte”, debería informar a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, en adelante “la Asamblea General de la OEA”, de esta falta de cumplimiento.

I.- Las normas.

De hecho, el artículo 65 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en adelante, “la Convención”, establece:
“La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada período ordinario de sesiones un informe sobre su labor en el año anterior.  De manera especial y con las recomendaciones pertinentes, señalará los casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos”. 

Por su parte, el artículo 30 del Estatuto de la Corte, en adelante “el Estatuto”, establece:
“Informe a la Asamblea General de la OEA 
La Corte someterá a la Asamblea General de la OEA, en cada período ordinario de sesiones, un informe de su labor en el año anterior. Señalará los casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos. Podrá también someter a la Asamblea General de la OEA proposiciones o recomendaciones para el mejoramiento del sistema interamericano de derechos humanos, en lo relacionado con el trabajo de la Corte”.

Como es evidente, ambas normas establecen una obligación estricta, y no una facultad, de la Corte. La Corte no puede, y definitivamente no se libera de la obligación de presentar un informe anual a la Asamblea General de la OEA sobre el trabajo realizado durante el periodo anterior.  

La redacción utilizada en ambos artículos es importante en este sentido, ya que se expresa en el imperativo, esto significa, establece que la Corte “someterá” dicho informe a la Asamblea General de la OEA. 

Las normas arriba mencionadas establecen también que, en el informe anual, la Corte deberá indicar los casos en los que un Estado no ha cumplido con las decisiones de la Corte en el año correspondiente. Nuevamente, ambos textos utilizan la forma imperativa, esto significa, la Corte “someterá” aquellos casos. Por lo tanto estamos hablando de otra obligación, y no otra facultad, de la Corte.  

Y es apropiado reiterar que esta indicación debe hacerse en el informe anual correspondiente en aquellos casos, como el presente, en los que no solo ya se venció el plazo otorgado, sino que ha pasado mucho tiempo, más de lo que podría considerarse prudente o razonable, sin que el Estado haya cumplido con los aspectos fundamentales de la Sentencia. 

Obviamente, esta obligación no se satisface con la inclusión, en el informe anual, de una lista de los casos sujetos a procedimientos de supervisión de cumplimiento o con adjuntar, como anexos, las resoluciones emitidas. Lo anterior porque las normas transcriptas son categóricas al establecer que la Corte debe “indicar” los casos en los que no se ha cumplido con las sentencias correspondientes. Esto no se cumple con simplemente adjuntar la información. 

II.- Jurisdicción de la Asamblea General de la OEA y de la Corte.

Sobre este tema, es conveniente recordar que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos le otorga a la Asamblea General de la OEA jurisdicción para adoptar las medidas que considere apropiadas a fin de lograr el cumplimiento de las sentencias de la Corte. Por lo tanto, se entiende que una falta de cumplimiento con esas sentencias es un asunto bajo la competencia de dicho órgano político, y no bajo la competencia de este órgano judicial, ya que se refiere al cumplimiento del compromiso asumido por un Estado soberano en virtud del artículo 68.1 de la Convención, que estipula:

“Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que sean partes”.

Es por esa razón que la Convención limita la jurisdicción de la Corte en el caso sometido al Tribunal una vez que se ha dictado una sentencia sobre él: 

De hecho, el artículo 67 indica:
“El fallo de la Corte será definitivo e inapelable.  En caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del fallo”.

Es decir, el único recurso disponible contra la decisión de la Corte es la solicitud de interpretación presentada, como es lógico, ante la misma Corte. 

Por su parte, el Reglamento de la Corte, en adelante “el Reglamento”, emitido por la Corte 
 de acuerdo con la facultad otorgada en el Estatuto
, permite conductas específicas por parte de la Corte una vez que ha dictado una sentencia. Por lo tanto, además de notificar la sentencia
, la Corte podrá dictar una sentencia de reparaciones y costas si no lo ha hecho
, interpretar cualquiera de dichas sentencias o ambas
, supervisar el cumplimiento de las mismas
, y corregir errores obvios de edición o cálculos hechos
. Esto es, entonces, todo lo que la Corte puede hacer respecto a una sentencia que haya dictado. Este es el caso no solo por el principio de que en Derecho Público, un órgano puede hacer únicamente lo expresamente permitido por la norma, sino también por el principio de certeza jurídica involucrado en el dictado de una sentencia, expresado en el sentido de que es definitiva también para el tribunal que la dicta. 
Por lo tanto, lógicamente, se entiende que el procedimiento de supervisión de cumplimiento de las sentencias establecidos en el Reglamento debe  ser acorde con el artículo 65 de la Convención y el artículo 30 del Estatuto, esto es, realizados de forma que la Corte pueda indicar, en su informe anual presentado ante la Asamblea General de la OEA, los Estados que no han cumplido con sus sentencias en el período correspondiente, y no para liberarse de esta obligación. 

Este mecanismo establecido en el Reglamento no puede, por lo tanto, esperar sustituir la jurisdicción, establecida en la Convención, de la Asamblea General de la OEA en este asunto, aún bajo el pretexto de que este último órgano no ejerza su jurisdicción o no lo haga de la manera debida. No le corresponde a esta Corte juzgar las acciones de este órgano político, el de mayor jerarquía dentro de la Organización.  

III.- Insuficiencias y riesgos de los mecanismos establecidos.

Tampoco puede dicho mecanismo establecido en el Reglamento encontrar su justificación en el hecho que las normas aplicables de la Convención no establecen un mecanismo más adecuado para garantizar de forma efectiva el cumplimiento con las sentencias de la Corte, ya que este último órgano tiene competencia únicamente para aplicar e interpretar la Convención
, y no para modificarla, una función que es responsabilidad exclusiva de los Estados Partes en la misma
. Tanto es así que el artículo 30 del Estatuto, después de referirse al informe anual y a la indicación de los casos en los que los Estados no han cumplido con las sentencias de la Corte, agrega en el mismo párrafo que la Corte “podrá también someter a la Asamblea General de la OEA proposiciones o recomendaciones para el mejoramiento del sistema interamericano de derechos humanos, en lo relacionado con el trabajo de la Corte”. Es decir, si la Corte considera que el sistema actual es ineficiente o inadecuado, el camino apropiado es proponer ante la Asamblea General de la OEA las modificaciones a ese sistema que considera necesarias ,y no alterar, por medio del Reglamento, lo que se ha establecido en la Convención y el Estatuto.  

De forma similar, no es apropiado transformar el mecanismo regulatorio para supervisar el cumplimiento con la sentencia en una prolongación del procedimiento en el que ya se ha dictado una sentencia, o a un procedimiento nuevo o, finalmente, en un dispositivo que, en general, implica tanto una excusa para no informar a la Asamblea General de la OEA del incumplimiento con las sentencias de la Corte, y le otorga al Estado una prórroga, sin límite, para cumplir con la sentencia. Y esto porque, en esta hipótesis, por un lado, a las víctimas de las violaciones de derechos humanos se les pone en una situación de desventaja, porque deberán seguir litigando, esta vez contra argumentos referentes a la legislación nacional que el Estado normalmente invoca para no cumplir con la decisión de la Corte y que obviamente no eran procedentes en el procedimiento mismo
, y, por el otro lado, la Corte misma es puesta en una posición en la que, sin contar con las facultades necesarias para hacer cumplir sus fallos, deba recurrir a la súplica o a la presión más bien de orden político para lograr que el Estado en cuestión haga honor al compromiso libre o soberanamente contraído de darles cumplimiento
. En consecuencia, el citado mecanismo no puede despojar a la sentencia definitiva de su intrínseco valor en tanto “fallo definitivo e inapelable”
, o afectar la dignidad de la función de la Corte.

Menos aún puede justificarse la prolongación del mecanismo reglamentario de supervisión del cumplimiento de sentencias, sin informar oportunamente a la Asamblea General de la OEA del incumplimiento de éstas, como acontece en autos, dado que la Corte tiene abiertos muchos casos de este tipo, por lo que, de proporcionar esa información en uno de ellos, la obligaría a hacerlo también en gran parte de los demás, lo que podría, por una parte, generar un gran problema de orden político en el sistema interamericano y, por la otra, implicar el reconocimiento de la ineficiencia del sistema judicial de derechos humanos.
Y esa circunstancia no puede ser utilizada como una justificación en este asunto, porque tiene una naturaleza política (un dominio prohibido para esta Corte), en lugar de judicial, que es el único dominio que le corresponde. 

IV. Responsabilidades.

Pero, adicionalmente, no es apropiado invocar esa circunstancia, porque esto supondría que el tema de cumplimiento con sentencias es un asunto que cae bajo la responsabilidad exclusiva de la Corte y no de los Estados; en otras palabras, que la ineficiencia del sistema judicial de derechos humanos en este sentido sería un asunto que debiera resolver la Corte en lugar de los Estados.

En otras palabras, las disposiciones del artículo 65 de la Convención y 30 del Estatuto de la Corte tienen el objetivo preciso de que la Asamblea General de la OEA, específicamente, los Estados, sean informados y, como consecuencia, asuman el problema de incumplimiento, en algunos casos, con las sentencias de la Corte, y adopten, si lo consideran pertinente, las medidas correspondientes. Además, son los Estados los que, por su voluntad soberana, han asumido la obligación establecida en el artículo 68.1 de la Convención. Por lo tanto, el problema es su responsabilidad y le corresponde a ellos resolverlo. Este es el sistema establecido en la Convención y, por lo tanto, la Corte no debe impedir su funcionamiento normal, sino que deberá permitir que opere de forma efectiva. Por consiguiente, el camino apropiado es permitir el marco institucional dispuesto en la Convención para que funcione según fue establecido.

De forma similar, el hecho de que la Corte ya haya establecido un precedente consistente e invariable en este sentido no sería aceptable como justificación para no informar a la Asamblea General de la OEA en casos como este del incumplimiento con la sentencia. Asimismo, como lo ha establecido en otras ocasiones
, no solo la Corte no puede modificar las disposiciones de la Convención, si no que su jurisprudencia no crea legislación
, y es solamente vinculante para el caso al que se refiere
, y obviamente puede ser modificada por la Corte misma, ya que no existe ningún impedimento en este sentido, salvo la posible preferencia que la Corte pueda adoptar a favor de una posición más conservadora en este sentido. 

Asimismo, no es apropiado invocar el respeto por los derechos humanos o el principio pro homine
 como justificación para prolongar indefinidamente, como en este caso, el mecanismo regulatorio de supervisión de cumplimiento de la sentencia, sin informar a la Asamblea General de la OEA según se establece en el artículo 65 de la Convención y 30 del Estatuto. Y esto porque el artículo 65 no incluye la hipótesis para aplicar ese principio en este caso; en otras palabras, el mecanismo para supervisar el cumplimiento de la sentencia no es un derecho reconocido en la Convención, si no, más bien, es un instrumento indispuesto en el Reglamento (no en la Convención o el Estatuto), para permitirle a la Corte cumplir de forma más efectiva con la obligación impuesta sobre ella por los artículos 65 de la Convención y 30 del Estatuto con respecto a la Asamblea General de la OEA, y por lo tanto queda sujeta a ésta última.

Por último, no sería justificable argumentar – en apoyo a la posición de no cumplir con las disposiciones de los artículos 65 de la Convención y 30 del Estatuto, aún cuando haya pasado un plazo, que es más que prudente y razonable, desde que se dictó la sentencia sin que el Estado haya dado efecto a las decisiones esenciales – que un mecanismo regulatorio para supervisar el cumplimiento con la sentencia promueve y garantiza el respeto de los derechos humanos, lo cual no sería el caso si se brindara información en los términos establecidos en esas disposiciones.

Además, este argumento no sería justificable, porque desconoce que, como se indicó en otra ocasión
, la mejor garantía para el respeto de los derechos humanos es que la Corte ajuste su conducta estrictamente a las normas, especialmente a las de la Convención que la gobierna. El respeto incondicional por el “estado de derecho” que se requiere de los Estados con relación a los derechos humanos puede también, y con más razón, ser requerido de la Corte, especialmente cuando recordamos, por un lado, que su función es impartir justicia en relación con los derechos humanos mediante la aplicación de la ley relevante, y no la promoción de dichos derechos, lo cual es competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
, o crear normas que mejoran el sistema Interamericana para la promoción y protección de los derechos humanos, lo cual corresponde, como se indicó, a los Estados
 y, por el otro lado, que es autónoma en el ejercicio de su función, lo cual la obliga a ser extremadamente rigurosa en el respeto por las normas que la regulan, ofreciendo así una garantía de imparcialidad y certeza jurídica.

Conclusión.

Evidentemente, lo anterior no buscar afirmar que el mecanismo de supervisión de cumplimiento de la sentencia plasmado en el Reglamento no es útil o incluso, en ciertos casos, efectivo. Tampoco afirma que el mecanismo es inapropiado o que contradice las disposiciones de la Convención o el Estatuto. Por el contrario, lo que se está afirmando es que su aplicación no exime a la Corte de su deber de cumplir con la obligación establecida en los artículos 65 de la Convención y 30 del Estatuto, y también que ha sido establecida precisamente para permitirle a la Corte cumplir con esto último.

En este sentido, se debe recordar que supervisar implica “ejercer la inspección superior en trabajos realizados por otros,”
 [Nota: “Observar y revisar a lo largo de un periodo de tiempo”, Diccionario Oxford del idioma inglés] de forma que, en este sentido, como indica también el Reglamento
, la Corte debería simplemente obtener información, especialmente mediante solicitudes de informes sobre el cumplimiento de la sentencia y “[u]na vez que haya obtenido toda la información relevante, deberá determinar el estado de cumplimiento con sus decisiones y emitir las resoluciones relevantes”. Esto y nada más, es y debiera ser el objetivo de dicho mecanismo regulatorio y nunca el de evitar o posponer el cumplimiento con las disposiciones del artículo 65 de la Convención y 30 del Estatuto. El objetivo de estas normas es permitirle a la Asamblea General de la OEA adoptar las decisiones que considere apropiadas en relación con el incumplimiento con las sentencias de la Corte, y por consiguiente, esto es lo que debe buscar.
Una última observación. Evidentemente, y en vista de dicho propósito, también se podría considerar que el hecho que la Corte informe a la Asamblea General de la OEA de casos en los que no se ha cumplido su sentencia dentro del plazo correspondiente, no impide que la Corte siga utilizando el mecanismo regulatorio para supervisar el cumplimiento con la sentencia en los casos pertinentes. En otras palabras, no excluye la posibilidad de que la Corte continúe, en las siguientes sesiones, implementado el procedimiento regulatorio respectivo, en cuyo caso, debe indicar, en sus informes anuales siguientes, si el incumplimiento persiste y, por lo tanto, contribuir al propósito antes mencionado, que es que la Asamblea General de la OEA proceda a actuar, si lo considera pertinente y conforme a sus facultades, en el asunto.

Eduardo Vio Grossi

Juez

Pablo Saavedra Alessandri

              Secretario  
� 	Aprobado por la Corte en su LXXXV Período Ordinario de Sesiones celebrado del 16 al 28 de noviembre de 2009.


� 	Art. 25: “Reglamento y Normas de Procedimiento. …


3. La Corte dictará también su Reglamento.” 


� 	Art. 67: “Pronunciamiento y comunicación de la sentencia.


1.Llegado el estado de sentencia, la Corte deliberará en privado y aprobará la sentencia, la cual será notificada por la Secretaría a la Comisión, a las víctimas o presuntas víctimas o sus representantes, al Estado demandado y, en su caso, al Estado demandante


….


6. Los originales de las sentencias quedarán depositados en los archivos de la Corte. El Secretario expedirá copias certificadas a los Estados partes, a la Comisión, a las víctimas o presuntas víctimas, o sus representantes, al Estado demandado y, en su caso, al Estado demandante, al Consejo Permanente a través de su Presidencia, al Secretario General de la OEA, y a toda otra persona interesada que lo solicite.”


� 	Art.66: “Sentencia de reparaciones y costas.


1. Cuando en la sentencia de fondo no se hubiere decidido específicamente sobre reparaciones y costas, la Corte fijará la oportunidad para su posterior decisión y determinará el procedimiento. ….”


� 	Art. 68: “Solicitud de interpretación.


1. La solicitud de interpretación a que se refiere el artículo 67 de la Convención podrá promoverse en relación con las sentencias de excepciones preliminares, fondo o reparaciones y costas y se presentará en la Secretaría de la Corte indicándose en ella, con precisión, las cuestiones relativas al sentido o alcance de la sentencia cuya interpretación se pida.


2. El Secretario comunicará la solicitud de interpretación a los demás intervinientes en el caso, y les invitará a presentar las alegaciones escritas que estimen pertinentes dentro del plazo fijado por la Presidencia.


3. Para el examen de la solicitud de interpretación la Corte se reunirá, si es posible, con la composición que tenía al dictar la sentencia respectiva. Sin embargo, en caso de fallecimiento, renuncia, impedimento, excusa o inhabilitación, se sustituirá al Juez de que se trate según el artículo 17 de este Reglamento.


4. La solicitud de interpretación no suspenderá la ejecución de la sentencia.


5. La Corte determinará el procedimiento que se seguirá y resolverá mediante una sentencia.”


� 	Art. 69: “Supervisión de cumplimiento de sentencias y otras decisiones del Tribunal.


1. La supervisión de las sentencias y demás decisiones de la Corte se realizará mediante la presentación de informes estatales y de las correspondientes observaciones a dichos informes por parte de las víctimas o sus representantes. La Comisión deberá presentar observaciones al informe del Estado y a las observaciones de las víctimas o sus representantes.


2. La Corte podrá requerir a otras fuentes de información datos relevantes sobre el caso, que permitan apreciar el cumplimiento. Para los mismos efectos podrá también requerir los peritajes e informes que considere oportunos.


3. Cuando lo considere pertinente, el Tribunal podrá convocar al Estado y a los representantes de las víctimas a una audiencia para supervisar el cumplimiento de sus decisiones, y en ésta escuchará el parecer de la Comisión.


4. Una vez que el Tribunal cuente con la información pertinente, determinará el estado del cumplimiento de lo resuelto y emitirá las resoluciones que estime pertinentes.


5. Estas disposiciones se aplican también para casos no sometidos por la Comisión.”


� 	Art. 76: “Rectificación de errores en sentencias y otras decisiones. 


La Corte podrá, a iniciativa propia o a solicitud de parte, presentada dentro del mes siguiente a la notificación de la sentencia o resolución de que se trate, rectificar errores notorios, de edición o de cálculo. De efectuarse alguna rectificación la Corte la notificará a la Comisión, a las víctimas o sus representantes, al Estado demandado y, en su caso, al Estado demandante.”


� 	Art. 62 de la Convención: “1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención.  2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por un plazo determinado o para casos específicos. Deberá ser presentada al Secretario General de la Organización, quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados miembros de la Organización y al Secretario de la Corte.  3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los Estados Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial.” 


� 	Art. 76 Idem: “1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto del Secretario General, pueden someter a la Asamblea General, para lo que estime conveniente, una propuesta de enmienda a esta Convención.  2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al número de los dos tercios de los Estados Partes en esta Convención.  En cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.”


Art. 39 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados: “Norma general concerniente a la enmienda de los tratados. 


Un tratado podrá ser enmendado por acuerdo entre las partes. Se aplicarán a tal acuerdo las normas enunciadas en la Parte II, salvo en la medida en que el tratado disponga otra cosa.”


Art. 40 idem: “Enmienda de los tratados multilaterales. 


1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, la enmienda de los tratados multilaterales se regirá por los párrafos siguientes. 


2. Toda propuesta de enmienda de un tratado multilateral en las relaciones entre todas las partes habrá de ser notificada a todos los Estados contratantes, cada uno de los cuales tendrá derecho a participar: 


a) en la decisión sobre las medidas que haya que adoptar con relación a tal propuesta: 


b) en la negociación y la celebración de cualquier acuerdo que tenga por objeto enmendar el tratado. 


3. Todo Estado facultado para llegar a ser parte en el tratado estará también facultado para llegar a ser parte en el tratado en su forma enmendada. 


4. El acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado no obligará a ningún Estado que sea ya parte en el tratado que no llegue a serlo en ese acuerdo, con respecto a tal Estado se aplicará el apartado b) del párrafo 4 del artículo 30. 


5. Todo Estado que llegue a ser parte en el tratado después de la entrada en vigor del acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado será considerado, de no haber manifestado ese Estado una intención diferente: 


a) parte en el tratado en su forma enmendada; y 


b) parte en el tratado no enmendado con respecto a toda parte en el tratado que no esté obligada por el acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado.”


� Art. 27 idem: “El derecho interno y la observancia de los tratados. 


Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46.” 


� Art. 26 idem: “Pacta sunt servanda". 


“Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe.”


� Art. 67 de la Convención.


� Voto Disidente del Juez Eduardo Vio Grossi respecto de la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Fondo, Reparaciones y Costas, Caso Barbani Duarte y Otros VS. Uruguay, de 13 de octubre de 2011, III. Consideraciones Generales.


� Art. 38.1.d. del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia: “1.La Corte, cuya función es decidir conforme al derecho internacional las controversias que le sean sometidas, deberá aplicar: …d. las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las distintas naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho, sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 59.”


� Art. 59 idem: “La decisión de la Corte no es obligatoria sino para las partes en litigio y respecto del caso que ha sido decidido.” 


� Art. 29 de la Convención: “Normas de Interpretación. 


Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: 


a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella; 


b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; 


c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y 


d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.”  


� Ver Nota No. 13.


� Art. 41 de la Convención: “La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y atribuciones: 


 a) estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América; 


 b) formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos; 


 c) preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de sus funciones; 


 d) solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes sobre las medidas que adopten en materia de derechos humanos; 


 e) atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, le formulen los Estados miembros en cuestiones relacionadas con los derechos humanos y, dentro de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten; 


 f) actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención, y 


 g) rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.” 


� Ver Nota No. 9.


� Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española, edición 2001. 


� Art. 69.
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